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INFORME DE AUDITORÍA 

Al Señor Director de  

Asuntos Técnicos de Fronteras 

Dr. Federico Gómez Aubone 

 

En uso de las facultades conferidas por el artículo 118 de la Ley 24.156, la AUDITORÍA 

GENERAL DE LA NACIÓN realizó un examen en el ámbito de la Secretaría de Seguridad 

Interior (SSI) del Ministerio del Interior. 

 

1.- OBJETO DE AUDITORÍA 

 

Examen del control ejercido por la Secretaría de Interior del Ministerio del Interior en la 

compraventa de tierras por extranjeros en áreas de frontera en las provincias de Corrientes y 

Misiones, a efectos de determinar su impacto en la gestión de los recursos naturales.  

 

Período auditado: desde 2005 hasta el primer semestre de 2008. 

 

2.- ALCANCE DEL EXAMEN 

El examen fue realizado de conformidad con las normas de auditoría externa de la 

AUDITORÍA GENERAL DE LA NACIÓN, aprobadas por la Resolución 145/93, dictada en 

virtud de las facultades conferidas por el artículo 119, inciso d, de la Ley 24.156, habiéndose 

practicado los siguientes procedimientos: 

- Análisis de la normativa aplicable. 

- Relevamiento y análisis de documentación. 

- Entrevistas con los siguientes funcionarios: 

Secretario de Interior 

Director de Asuntos Técnicos de Fronteras 

Asesora de la Dirección de Asuntos Técnicos de Fronteras 

Directora de Impacto Ambiental y Social de la Subsecretaría de Promoción del Desarrollo 

Sustentable 
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Coordinadora de la Dirección de Impacto Ambiental y Social de la Subsecretaría de 

Promoción del Desarrollo Sustentable 

Personal Técnico de la Dirección de Impacto Ambiental y Social de la Subsecretaría de 

Promoción del Desarrollo Sustentable 

Director de Recursos Vitales del Ministerio de Ecología de la provincia de Misiones.  

Personal de Gendarmería Nacional de las provincias de Corrientes y Misiones 

Gerente de Proyectos de Inversión y Desarrollo Sustentable de la Planta Industrial de Papel 

Misionero S.A.I.F.C. 

 

Las tareas para auditar el objeto del examen se desarrollaron entre abril y octubre de 2008. 

 

3.- ACLARACIONES PREVIAS 

 
3.1. Caracterización de la zona  

La diversidad climatológica y la variación en la constitución de los suelos han dado origen a 

numerosos asociaciones vegetales agrupadas en 10 regiones fitogeográficas. El área auditada 

se enmarca en 2 regiones fitogeograficas, la selva misionera y el parque mesopotámico. 

La selva misionera abarca aproximadamente las 4/5 partes de la provincia de Misiones entre 

los ríos Paraná y Uruguay. Es una foresta cerrada, de tipo tropical con árboles corpulentos que 

suelen alcanzar 40m de altura, generalmente cubiertos de lianas y epifitas y entremezc lados 

con arbustos y plantas herbáceas que forman una maraña compacta muy difícil de penetrar. El 

clima es cálido y lluvioso con precipitaciones de 1500-2000 mm que se producen 

principalmente en los meses cálidos. Las temperaturas medias anuales oscilan entre 20º y 

21ºC y las mínimas absolutas bajan hasta –4ºC. 

El suelo es variable, poco profundo y generalmente muy ondulado. 

La vegetación nativa está formada por especies forestales valiosas como: araucaria o pino, 

laurel negro, timbo, cedro, peterib í, lapacho. Coexisten además numerosos árboles de 

pequeño porte, arbustos y varias palmeras. También gramíneas de hojas planas y lanceoladas 

y rastreras como Panicum y Paspalum. 

Los cultivos más comunes que se desarrollan en el área son té, yerba mate, cítricos y tabaco. 
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El Parque Mesopotámico es un gran parque de praderas, sabanas y bosques higrófilos que 

ocupa el sudoeste de Misiones y las provincias de Corrientes y Entre Ríos hasta el Delta del 

Río de la Plata. La vegetación predominante es un césped herbáceo de cobertura total con 

numerosas especies. Por su aspecto general y por su composición florística se distinguen 

varias comunidades que dan carácter a esta provincia fitogeográfica. 

El bosque protege la estructura del suelo, evita la erosión hídrica y regula los cursos de agua 

al retenerla en su seno en grandes cantidades. Es decir que al remover el bosque se altera el 

ciclo hidrológico, lo que modifica el hábitat y los organismos vinculados a el. 

Un efecto indirecto de la deforestación es su incidencia sobre el efecto invernadero, ya que los 

ecosistemas forestales conservan entre 20 y 100 veces más carbono por unidad de superficie 

que los sistemas agrícolas y reducen el nivel de anhídrido carbónico de la atmósfera vía su 

transformación fotosintética en materia l leñoso.  

El bosque nativo cumple un papel importante en la protección del ambiente en general; sin 

embargo, su superficie ha disminuido en el país. La presencia de extensas zonas de cultivo, 

sumada al movimiento que ello significa, así como la influencia  del laboreo y los controles de 

pesticidas, hacen necesario conocer las actividades que se realizan en la zona auditada a 

efectos de asegurar la sustentabilidad del sistema. 

Hay en la zona dos importantes cursos de agua de los ríos Paraná y Uruguay y sus afluentes. 

El modelo de desarrollo agroindustrial del presente y del futuro debe contemplar el cuidado 

del medio ambiente, es decir, crecer de manera sustentable. En la actualidad,  está región está 

fuertemente antropizada y la actividad económica del área presiona la vegetación original. Es 

por ello relevante conocer las actividades que se realizan en el área auditada para asegurar el 

cumplimiento de la sustentabilidad. (Actuación aprobada por Res. AGN 4/06). 

 

 

3.2. Marco legal e institucional 

3.2.1. Zonas de Seguridad 

Las “zonas de seguridad” comprenden una franja a lo largo de la frontera terrestre y marítima 

y una cintura alrededor de los establecimientos militares o civiles del interior que interesan 

especialmente a la defensa del país.  
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El ancho de las zonas lo fija el Poder Ejecutivo según la situación, la población, los recursos y 

los intereses de defensa nacional. Ese ancho no puede exceder en ningún caso los 150 km en 

la frontera terrestre, los 50 km en la frontera marítima y los 30 km en las zonas del interior 

(Decreto Ley 15.385/44). 

 

3.2.2. Secretaría de Interior (SI) 

La Secretaria de Interior (SI), dependiente del Ministerio del Interior tiene, entre otras 

funciones, la aplicación de las leyes relacionadas con la preservación de la seguridad de las 

áreas y zonas de seguridad; además, coordina, asesora y orienta a las autoridades nacionales, 

provinciales y municipales que desarrollan actividades en las zonas de seguridad y que directa 

o indirectamente atañen a la defensa nacional. (Ley 26.338 y Decreto 21/2007). 

 

La SI interviene en los procedimientos de previa conformidad impuestos para transmisión de 

dominio, el arrendamiento o las locaciones o cualquier otra forma de derechos reales o 

personales en virtud de los cuales debe entregarse la posesión o tenencia de inmuebles en las 

zonas de seguridad. (Decreto Ley 15.385/44 y sus modificaciones). 

 

La Dirección de Asuntos Técnicos de Fronteras (DATF), dependiente de la Secretaría de 

Interior, tramita los expedientes relativos al otorgamiento de la previa conformidad (Nota 

DATF Nº8-284/1 del 17/04/08). 

 

A la fecha de la auditoría, la DATF no cuenta con una estructura organizativa aprobada. (Nota 

DATF Nº8-650 del 1/09/08) (Cf. Anexo I). 

 

3.2.3. Trámite de previa conformidad 

Según la normativa vigente, es de conveniencia nacional que los bienes ubicados en las zonas 

de seguridad pertenezcan a ciudadanos argentinos nativos. En consecuencia, para la 

adquisición de inmuebles y/o explotación de permisos y concesiones en zonas de seguridad 

existe un régimen de previa conformidad del que están exceptuados los ciudadanos argentinos 
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nativos sin antecedentes judiciales que puedan afectar la seguridad y defensa nacional. (Resol. 

Superintendecia Nacional de Fronteras (SNF) 205/95). 

 

Las personas físicas que sean argentinos naturalizados o extranjeros deben acreditar años de 

ejercicio de la ciudadanía o años de residencia permanente en el país respectivamente; el 

período exigido varía de acuerdo con la ubicación del inmueble que deseen adquirir y el 

origen del adquirente. (Resol. SNF 205/95). 

 

Otros requisitos particulares de la persona y de los emprendimientos son: el grado de 

argentinización alcanzado, la presión demográfica respecto de los países limítrofes, el grado 

de desarrollo socio-económico relativo respecto de los países limítrofes, la existencia o no de 

accidentes de carácter orográfico e hidrográfico que dificulten o faciliten el tránsito de 

personas a través del límite internacional y la adecuada compatibilización de las medidas 

restrictivas en la materia existentes en los países limítrofes. (Resol. SNF-Comisión Nacional 

Zonas de Seguridad (CNZS) 1751/95). 

 

Para tramitar la previa conformidad se debe presentar el formulario Nº1 (solicitud de previa 

conformidad), el formulario Nº2 (antecedentes del solicitante), el formulario Nº3 

(antecedentes del inmueble) y un certificado de antecedentes judiciales de los solicitantes. 

(Resol. SNF 205/95).  

 

Si las personas físicas no cumplen con la acreditación de años de ejercicio de la ciudadanía o 

de residencia permanente en el país, deben presentar el proyecto de inversión requerido a las 

personas jurídicas extranjeras. (Resol. SNF 205/95) 

  

Las personas jurídicas argentinas y extranjeras deben presentar los formularios Nº1, Nº2 y 

Nº3, y el formulario Nº4 (antecedentes de compañías, sociedades y asociaciones), el estatuto o 

contrato social, el acta de constitución del último directorio y el último balance aprobado. En 

la presentación deben especificar el acto jurídico para el cual se solicita la previa conformidad 
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y la finalidad y destino del inmueble que se pretende adquirir. (Resol. SNF 205/95 y Resol. 

CNZS 217/97). 

 

Las personas jurídicas extranjeras deben presentar un proyecto de inversión donde se 

especifique, como mínimo: monto de capital a invertir, cronograma de inversión, etapas del 

proyecto y nacionalidad de la mano de obra a emplear. (Resol. SNF 205/95) 

 

Para la aprobación del proyecto de inversión se evalúan los siguientes requisitos:  

- Que se cumpla con todas las normas nacionales, provinciales o municipales vinculadas 

con la actividad a desarrollar en el inmueble o en el permiso o concesión a explotar.  

- Que se emplee en forma mayoritaria mano de obra de nacionalidad argentina. 

- Que tenga principio de ejecución inmediata.  

- Que promueva el desarrollo socio-económico para la zona o región.  

- Que se establezca en zonas de bajo desarrollo económico.  

- Que sean considerado y declarado de interés nacional, provincial o municipal.  

(Resol. SNF-CNZS 1751/95).  

 

Sin perjuicio de ello, la DATF puede dirigirse a las autoridades nacionales, provinciales o 

municipales que considere oportuno y necesario consultar, y requerirles información y 

opinión sobre el proyecto de inversión presentado. (Resol. SNF-CNZS 1751/95). 

 

Las solicitudes formuladas por personas jurídicas extranjeras, personas físicas argentinas por 

naturalización y personas físicas extranjeras que no cumplan con los requisitos particulares 

serán expedidas por vía de excepción previo cumplimiento de las exigencias antes detalladas. 

(Resol. SNF 205/95). 

 

La aprobación de las solicitudes de previa conformidad que deban ser analizadas por vía de 

excepción estará condicionada al cumplimiento del proyecto de inversión que motiva la 

apertura del procedimiento. En concordancia, se deberá remitir periódicamente un informe de 

cumplimiento de las etapas del proyecto de inversión, elevar periódicamente la nómina del 
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personal empleado, verificar las actividades desarrolladas en el inmueble por las autoridades 

nacionales, provinciales o municipales comisionadas a tal fin. (Resol. SNF 205/95 y Resol. 

SNF-CNZS 1751/95). 

 

Los peticionantes deben remitir copia certificada de la escritura, dentro de los 30 días 

posteriores a la suscripción. (Resol. SNF 205/95).  

 

3.3. Revisión de los expedientes 

3.3.1. Verificación del cumplimiento de la normativa 

El organismo informa que en los trámites de previa conformidad no se cuenta con ningún 

manual de procedimiento a aplicar. (Nota DAFT Nº8-650, 01/09/08) 

En las provincias de Misiones y Corrientes, durante el período enero de 2005- junio de 2008, 

se iniciaron 382 expedientes del trámite de previa conformidad, de los cuales 124 tuvieron 

resolución aprobatoria. Los expedientes aprobados y revisados demuestran que el trámite 

desde su inicio hasta su aprobación tiene una duración promedio de 11 meses. 

El equipo de auditoría revisó el 50% de los expedientes aprobados de ese período.  

Provincia Expedientes iniciados 
2005- Junio 2008 

Expedientes 
aprobados 

Expedientes 
revisados 

Corrientes 100 34 19 
Misiones 280 88 41 
Misiones y 
Corrientes * 2 2 2 

Total 382 124 62 
*La categoría “Misiones y Corrientes” corresponde a expedientes con inmuebles ubicados en 

ambas jurisdicciones.  

 

Durante el período de análisis se verificó que de los expedientes revisados un 73% 

corresponde a personas jurídicas y el 27% a personas físicas. A su vez, el 73% se desagrega 

en un 16% correspondiente a personas jurídicas extranjeras y un 84% a personas jurídicas de 

origen nacional; el 27% está compuesto por un 41% de personas físicas nativas 

correspondientes a trámites de inmuebles fiscales y un 59% de personas físicas extranjeras 

con años de ejercicio de la ciudadanía o de residencia permanente en el país.  



 8 

En los expedientes revisados se controló el cumplimiento de la normativa. 

Cumple parcialmente la normativa 

Provincia Cumple la 
normativa  

Presentación 
incompleta de los 

formularios 

Falta alguna 
documentación exigida 

Corrientes 19 0 0 
Misiones 32 7 2 
Corrientes y 
Misiones 2 0 0 

Total 53 7 2 
  

El 86% de los expedientes aprobados y revisados cumple en su totalidad la normativa vigente 

y el 14% la cumple parcialmente.  

 
3.3.2. Presentación de estudios de impacto ambiental.  

El 73% de los expedientes aprobados y revisados no incluyen estudios de impacto ambiental. 

 
3.3.3. Accidentes orográficos e hidrográficos 

El 65% de los expedientes aprobados incluyen información sobre la existencia o inexistencia 

de accidentes orográficos y/o hidrográficos que dificulten o faciliten el tránsito de personas 

por el límite internacional.  

 

3.3.4. Vía de excepción 

El 11% de los expedientes revisados fueron aprobados por vía de excepción. Todos incluían el 

proyecto de inversión correspondiente.  

 
3.3.5. Seguimiento y monitoreo de los proyectos de inversión 

De los expedientes aprobados y revisados surge que no existe un procedimiento de 

seguimiento y monitoreo de los proyectos de inversión.  

El seguimiento del cumplimiento de los proyectos de inversión no se realiza, según informa el 

organismo, por falta de estructura. (Nota DAFT 8-650, 1/9/08) Tampoco existe sanción legal 

por el incumplimiento del proyecto comprometido.  
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3.3.6. Coordinación con la autoridad provincial y nacional en materia ambiental 

El organismo informa que la participación de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo 

Sustentable (SAyDS) es relativa y que ha sido consultada en determinados expedientes por 

criterio imperante de la gestión anterior. Desde el punto de vista legal y real, interviene o no 

interviene según lo que resulte del estudio del caso. Se prioriza la intervención de las áreas 

específicas de la provincia donde se encuentre el inmueble. (Nota DATF Nº 8-650, 01/09/08) 

Solo en el 18% de los expedientes revisados se incluye información ambiental suministrada 

por la autoridad ambiental provincial.  

En el 73% de los expedientes revisados no cuenta con información suministrada por la 

SAyDS.  

 

3.3.7. Copia de escritura 

En el 53% de los expedientes revisados no consta copia de la escritura, lo que impide un 

adecuado conocimiento de la titularidad de los inmuebles ubicados en zonas de seguridad.  

Según la normativa vigente, la remisión de la copia de escritura es sólo para los peticionantes 

cuya previa conformidad es aprobada por vía de excepción. (Resol. 1751/95). Sin embargo, se 

detectó que el 86% de los expedientes revisados y aprobados por vía de excepción no contaba 

con la copia de la escritura. 

 

3.4. Mecanismos de control 

Las entrevistas realizadas con los funcionarios del organismo revelan que no existe un 

mecanismo de control que asegure el cumplimiento del trámite de previa conformidad en 

todas las operaciones que lo requieren.  

El organismo informa que no existen mecanismos de control que aseguren que todas las 

operaciones de compraventa de inmuebles en zonas de seguridad obtengan previamente la 

autorización de la Comisión Nacional de Zonas de Seguridad. (Cf. Anexo I)  

Su cumplimiento depende en gran parte de la voluntad del escribano interviniente y del 

empleado del Registro de Propiedad Inmueble Provincial que recibe la escritura para su 

inscripción.  
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Falta de coordinación, complementación e intercambio de información con los registros 

provinciales de la propiedad del inmueble (Nota DATF Nº 8-650, del 1/09/08) 

 

3.5. Conocimiento de las actividades económicas y demográficas 

El organismo informa que no se tiene conocimiento sistematizado ni organizado de las 

actividades económicas y demográficas de las zonas de seguridad de fronteras. Lo que se 

conoce sobre el tema es parcial y surge del estudio del expediente. (Nota DATF Nº 8-650, 

01/09/08) 

 

3.6. Sistema informático 

El organismo expresa que carece de un sistema informático integral que cuente con 

información básica de los inmuebles ubicados en las zonas de seguridad de fronteras; con 

vinculaciones a otros organismos que posibiliten el cruce de información y que permita la 

gestión interactiva de funcionarios y usuarios. (Nota DATF Nº 8-650, 01/09/08). 

 
 
3.7. Verificación in situ 

Del 6 al 9 de octubre este equipo de auditoria visitó establecimientos dedicados a la actividad 

agrícola forestal ubicados en las provincias de Corrientes y Misiones, con la colaboración de 

Gendarmería Nacional. 

También visitó la planta industrial Papel Misionero SAIFC, con el Director de Recursos 

Vitales del Ministerio de Ecología de la provincia de Misiones.  

Se verificó que en la Dirección de Asuntos Técnicos de Fronteras no hay un procedimiento 

para realizar el seguimiento de los proyectos de inversión, no se realizan visitas periódicas en 

los distintos establecimientos, no cuenta con personal asignado para realizar dichas visitas y la 

documentación existente en los expedientes es insuficiente para la correcta localización de los 

predios. (Cf. Anexo II). 
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4.- COMENTARIOS Y OBSERVACIONES 

 

4.1. Actualización del marco normativo 

4.1.1. El marco normativo no tiene incorporada la dimensión ambiental para las distintas 

actividades que se desarrollan en zonas de seguridad relativas a la preservación y protección 

de los recursos naturales. 

4.1.2. El proyecto de inversión no es exigible para la totalidad de los trámites de previa 

conformidad, lo que produce una ausencia de control de las actividades económicas en zonas 

de seguridad. 

4.1.3. No existe seguimiento de los proyectos de inversión. 

4.1.4. No hay un régimen sancionatorio en casos de incumplimiento de los proyectos de 

inversión. 

 

4.2. Trámite de previa conformidad 

4.2.1. Se observa la ausencia de un procedimiento único y uniforme aplicable al trámite de 

previa conformidad.  

4.2.2. Algunos expedientes aprobados y revisados no cumplen con todas las exigencias de la 

normativa.  

4.2.3. Solo el 35% de los expedientes cuenta con información referida a la existencia o no de 

accidentes orográficos e hidrográficos que dificulten o faciliten el tránsito de personas.  

4.2.4. La información correspondiente a la ubicación de los establecimientos resulta 

insuficiente para su adecuada localización o bien es errónea.  

 

4.3. Articulación con la autoridad ambiental provincial y SAyDS 

4.3.1. Falta un procedimiento de consulta sistemática con las jurisdicciones provinciales y con 

la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable.  

4.3.2. No hay vinculación con los catastros provinciales.  
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4.4. Mecanismo de control 

4.4.1. No existe un mecanismo para controlar que el universo de las transmisiones de dominio 

en zonas de seguridad cumpla con el requisito de previa conformidad.  

 

4.5. Actividades económicas y demográficas 

4.5.1. Faltan mecanismos de obtención de información que posibiliten el conocimiento del 

conjunto de las actividades económicas y demográficas en las zonas de seguridad a fin de 

evaluar su impacto en el ambiente.  

 

4.6. Sistema informático 

4.6.1. Ausencia de un sistema informático que permita conocer en forma actualizada los 

titulares de dominio, sus actividades en zonas de seguridad y la localización de los predios. 

 

 

5.- ANÁLISIS A LA VISTA 

Por Nota RCSGPyPE Nº161/08, de fecha 19 de diciembre de 2008, se remitió en vista al 

organismo copia del Proyecto de Informe de Auditoría de Gestión Ambiental referido al 

examen del control ejercido por la Secretaría en la compraventa de tierras por extranjeros en 

las zonas de Misiones y Corrientes, a efectos de determinar su impacto en la gestión de los 

recursos naturales. El organismo hizo llegar su respuesta por Nota DAFT Nº73 del 19 de 

enero de 2009. 

A partir del análisis de la respuesta del organismo no se realizaron modificaciones a los 

Comentarios y Observaciones. 

 

6.- RECOMENDACIONES 

 

6.1.1. Actualizar el marco normativo incorporando la exigencia de estudios de impacto 

ambiental en todas las actividades que puedan tener efectos nocivos sobre el ambiente. 

6.1.2. Exigir la presentación del proyecto de inversión para todos los trámites de previa 

conformidad.  
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6.1.3. Instrumentar los mecanismos que permitan realizar el seguimiento de los proyectos de 

inversión.  

6.1.4. Elaborar un régimen sancionatorio para los casos de incumplimiento de los proyectos 

de inversión.  

 

6.2. Trámite de previa conformidad 

6.2.1. Establecer un procedimiento único y uniforme. 

6.2.2. Exigir el cumplimiento de la normativa vigente para el otorgamiento de la previa 

conformidad.  

6.2.3. Articular y coordinar acciones con autoridades nacionales y provinciales a fin de contar 

con informes técnicos sobre la existencia o inexistencia de accidentes orográficos e 

hidrográficos que dificulten el tránsito de personas. 

6.2.4. Instrumentar las medidas para asegurar la correcta localización de los predios existentes 

en zonas de seguridad.  

 

6.3. Articulación con la autoridad ambiental provincial y la SAyDS 

6.3.1. Mejorar la articulación con las jurisdicciones provinciales y la SAyDS.  

6.3.2. Establecer un sistema de intercambio de información con los catastros provinc iales.  

 

6.4. Mecanismo de control 

6.4.1. Asegurar que todas las operaciones de transmisión de dominio en zonas de seguridad 

cumplan con el requisito de previa conformidad a fin de asegurar el control de las actividades 

que se desarrollan en éstas. Debe fortalecerse la relación con los escribanos públicos y los 

registros de la propiedad inmueble para asegurar el cumplimiento de los procedimientos 

fijados por la normativa vigente.  

 

6.5. Actividades económicas y demográficas 

6.5.1. Instrumentar acciones con organismos como el Instituto Nacional de Estadística y 

Censos –Censo Nacional de Población 2001 y Censo Nacional Agropecuario 2002-, el 

Registro de la Propiedad Inmueble y el Catastro de las Provincias y con el Instituto 
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Geográfico Militar para conocer con mayor rigor las actividades económicas y demográficas 

existentes en zonas de seguridad.  

 

6.6. Sistema informático 

6.6.1. Dotar al organismo de los recursos profesionales y tecnológicos para el diseño e 

implementación de un sistema de información actualizada de los trámites de previa 

conformidad para incluirlos en un Sistema de Información Geográfica (SIG) que facilite su 

ubicación georreferenciada.  

 

 

7.- CONCLUSIÓN 

Las zonas de seguridad se crean en 1944 para complementar las reglamentaciones de defensa 

nacional en materia territorial. Se establece para la adquisición de inmuebles y/o la 

explotación de permisos y concesiones en dichas zonas el trámite de previa conformidad. 

Teniendo en cuenta la creciente importancia de la temática ambiental en nuestro país, a partir 

de la reforma constitucional de 1994, la existencia de tratados internacionales y el desarrollo 

normativo nacional alcanzado en la materia, resulta relevante elaborar un nuevo marco 

regulatorio  para las zonas de seguridad, que incorpore la protección y conservación de los 

recursos naturales. En particular, es importante exigir la presentación de estudios de impacto 

ambiental para toda actividad que pueda degradar el ambiente o afectar la calidad de vida de 

la población, en forma significativa, para cumplir con los preceptos establecidos en la Ley 

25.675, y la obligatoriedad de la presentación de proyectos de inversión para todas las 

actividades económicas, con mecanismos establecidos que aseguren su seguimiento y 

monitoreo por la autoridad competente.  

También resulta importante, crear un régimen sancionatorio para proteger y conservar los 

recursos naturales nacionales considerados estratégicos en zonas de seguridad. 

La articulación con los organismos provinciales con competencia ambiental y la autoridad 

nacional ambiental, facilitará a través de mecanismos de coordinación una gestión eficiente en 

la preservación de los recursos existentes.  
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Por lo tanto, debe dotarse al organismo de los recursos humanos y tecnológicos adecuados a 

fin de asegurar el cumplimiento de la tarea asignada por la normativa vigente y para realizar 

las adecuaciones y actualizaciones que requiere el control de las actividades en las zonas de 

seguridad. 

 
 
 
8.- LUGAR Y FECHA 

BUENOS AIRES,  abril de  2009. 

 
9.- FIRMA 
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Anexo I 

Norma Síntesis 
Decreto-Ley 
15.385/44 

Crea en todo el territorio de la Nación las “Zonas de Seguridad”, 
de ancho variable, que no puede exceder de 150 km en la frontera 
terrestre, 50 km en la frontera marítima y 30 km en las zonas del 
interior.  
Crea la Comisión Nacional de Zonas de Seguridad para velar por 
los intereses de la defensa nacional en dichas zonas, actualmente 
a cargo del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos 
Humanos. *(1) 

Decreto 32.530/48 Establece normas para la aplicación del art. 4° del Decreto-Ley 
15.385/44 (los escribanos deben solicitar la autorización de 
previa conformidad y dejar constancia al final de la escritura de 
que la transferencia o arrendamiento se realiza con previa 
autorización de la Comisión Nacional de Zonas de Seguridad) 
El Registro de Propiedad Inmueble no debe dar curso a la 
inscripción cuando la escritura no presente constancia de previa 
autorización.  

Ley 14.027/51 Establece obligaciones y restricciones a los propietarios u 
ocupantes de inmuebles en las fronteras de la Nación. 

Decreto 9.329/63 Reglamenta el funcionamiento de la Comisión Nacional de Zonas 
de Seguridad. (modificada por el Decreto 1410/96) 

Decreto 3.026/76 Facultades del Ministro de Defensa para establecer normas 
operativas y excepciones al Régimen establecido en los artículos 
4° y 9° del Decreto-Ley 15.385. 

Ley 21.900/78 Regula la adjudicación de tierras fiscales rurales en zonas de 
frontera.  

Decreto 2.949/79 Aprueba los convenios suscritos con el Colegio de Escribanos de 
Capital Federal para la confección, distribución y venta de los 
formularios para transferencias de dominio de zonas de 
seguridad.  

Ley 23.554/88 Ley de Defensa Nacional. Modifica el Decreto–Ley 15.385/1944 
en sus artículos 4°, 7° y 9°. Establece que es de conveniencia 
nacional que los bienes ubicados en las zonas de seguridad 
pertenezcan a ciudadanos argentinos nativos. La Comisión 
Nacional de Zonas de Seguridad ejercerá en dicha zona la policía 
de radicación, acordando o denegando las autorizaciones 
correspondientes para las transmisiones de dominio, 
arrendamiento, locaciones o cualquier forma de derechos reales o 
personales en virtud de los cuales debe entregarse la posesión o 
tenencia de inmuebles.  

Decreto 815/92 Excluye del régimen de previa conformidad las manifestaciones o 
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explotaciones mineras ubicadas en zonas de seguridad.  
Decreto 887/94 Unifica las superficies de la Zona de Frontera para el Desarrollo 

establecida por la Ley 18.575 y de la Zona de Seguridad de 
Fronteras creada por el Decreto–Ley 15.385/44. 

Resol. SNF-CNZS 
201/95 

Unifica y ratifica Delegaciones de la Comisión Nacional de 
Zonas de Seguridad.  

Resol. SNF 205/95  Requisitos para obtener solicitudes de previa conformidad.  
Resol. SNF-CNZS 
206/95  

Excepciones en el régimen de previa conformidad para los 
Centros Urbanos o localidades existentes dentro de la zona de 
seguridad 

Resol. SNF–CNZS 
207/95  

Establece un trámite abreviado para las solicitudes de previa 
conformidad presentadas durante el año inmediatamente posterior 
a la primera resolución favorable.  

Resol. SNF–CNZS 
208/95  

Los Registros de la Propiedad Inmueble de las provincias con 
zona de seguridad en su territorio deberán archivar duplicado de 
la autorización de previa conformidad.  

Resol. SNF–CNZS 
209/95  

Establece el procedimiento a seguir en las compraventas “en 
comisión” de inmuebles ubicados en zona de seguridad.  

Resol. SNF–CNZS 
210/95  

Requisitos a cumplimentar en las escrituras de transformación, 
fusión o escisión de sociedades y transferencias de acciones. 

Resol. SNF–CNZS 
211/95  

Discrimina los sistemas y medios de comunicación afectados y 
excluidos del régimen de previa conformidad y establece 
excepciones para personas físicas y jurídicas argentinas (siempre 
que no registren antecedentes judiciales).  

Resol. SNF–CNZS 
1751/95  

Dispone las directivas para el ejercicio de la Policía de 
Radicación en zona de seguridad en las solicitudes de previa 
conformidad.  

Decreto 1409/96 Establece que la Secretaría de Seguridad Interior ejercerá la 
totalidad de las funciones atribuidas a la Superintendencia 
Nacional de Fronteras. 
Se designa como presidente de la Comisión Nacional de Zonas de 
Seguridad al Secretario de Seguridad Interior. 

Decreto 1410/96 Modifica el Decreto 9329/63 en cuanto a la integración de la 
Comisión Nacional de Zonas de Seguridad.  

Resol. SNF–CNZS 
212/96  

Deroga el inciso b del art. 12° de la Resolución SNF-CNZS 
206/95, se deja sin efecto obligación de los escribanos de remitir 
dentro de los 30 días copia certificada de la escritura traslativa de 
dominio. El inciso a del art. 27 de la Resolución SNF-CNZS 
1751/95 establece que el peticionante deberá remitir copia 
certificada del instrumento que materializó el acto jurídico de 
adquisición.  

Decreto 1015/97 Modifica la conformación del Ministerio del Interior. Establece 
los objetivos de la SSI. 
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Modifica la integración de la Comisión Nacional de Zonas de 
Seguridad. 

Resol. CNZS 217/97  Agrega el artículo 9º bis a la Resolución SNF 205/95, establece 
los requisitos de las personas jurídicas argentinas para adquirir 
inmuebles en zonas de seguridad de fronteras.  

Resol. CNZS 218/97 Pone en vigencia los nuevos formularios de solicitud de previa 
conformidad.  

Resol. CNZS 220/97 Las personas físicas deben solicitar los antecedentes judiciales 
antes de la autorización. Instrucciones. 

Resol. CNZS 221/98 Desafecta del régimen de previa conformidad a todos los centros 
urbanos o localidades del Departamento de Biedma de la 
provincia de Chubut.  

Resol. CNZS 
1800/98 

Establece que las resoluciones de previa conformidad expedidas 
por la Comisión Nacional de Zonas de Seguridad, referidas 
exclusivamente a tierras fiscales, tienen validez por dos años.  

Decreto 1418/02 Especifica los objetivos de la SSI. Entre otros: intervenir en lo 
relacionado con la preservación de la seguridad de las áreas y 
Zonas de Frontera. Reitera la presidencia de la Comisión 
Nacional de Zonas de Seguridad.  

Ley 25.675/02 Ley General del Ambiente. Establece los presupuestos mínimos 
para el logro de una gestión sustentable y adecuada del ambiente, 
la preservación y protección de la diversidad biológica y la 
implementación del desarrollo sustentable. Todo emprendimiento 
que pudiere degradar el ambiente o afectar la calidad de vida de la 
población en forma significativa debe contar con una Evaluación 
de Impacto Ambiental.  

Decreto 1697/04 Establece la estructura del Ministerio del Interior, la de la SSI de 
la cual depende la Dirección General Técnica Administrativa 
(DGTA), que tiene a su cargo los trámites de previa conformidad.  

Resol. IGJ 4/05 Los representantes deben estar inscriptos en el Registro Público 
de Comercio. 

Resol. IGJ 7/05 Requisitos para la inscripción en el Registro Público de 
Comercio.  

Resol. MI 2034/05 Aprueba las aperturas inferiores del primer nivel operativo de la 
estructura organizativa de la SSI.  
Dispone que la Dirección de Asuntos Policiales y Legales, 
dependiente de la DGTA, es la encargada de los trámites de 
previa conformidad.  

Ley 26.338 Atribuye al Ministerio del Interior las competencias del Decreto 
Ley 15.385/44. *(2)   

Decreto 21/07 Modifica el organigrama de la Administración Pública Nacional. 
Todo lo relacionado con la preservación de la seguridad de las 
Áreas y Zonas de Frontera está a cargo de la Secretaría de 
Interior, dependiente del Ministerio del Interior.  
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*(1) y (2) La DATF informa (Nota Nº8-284/1, 17/04/08): “(…) La reciente modificación 

de la Ley de Ministerios (Ley Nº26.338) le atribuyó al Ministerio del Interior –entre 

otras- las competencias del Decreto Ley Nº15.385/44 mientras que el Decreto Nº21/07 le 

otorga a la Secretaría de Interior del Ministerio del Interior, las responsabilidades 

relativas a la aplicación de esa norma.  

La misma Ley Nº26.338, Art. 3º transfiere a la Secretaría de Seguridad Interior (por ende 

a su titular como Presidente de la CNZS), desde el Ministerio del Interior al Ministerio de 

Justicia, Seguridad y Derechos Humanos (MJSyDH). 

A su vez por el Art. 4º, le atribuye al titular del MJSyDH todas las atribuciones que hasta 

ese momento tenía el titular de la Secretaría de Seguridad Interior. Por ende podría 

interpretarse que también el responsable del MJSyDH asumiría las atribuciones como 

Presidente de la CNZS.  

Sin embargo y como quedó expresado, las competencias relativas a la CNZS se 

encuentran actualmente en el ámbito del Ministerio del Interior y por ello es el señor 

Ministro quien suscribe las resoluciones que otorgan la previa conformidad, no como 

Presidente de la CNZS sino como Ministro que tiene la competencia del tema. Es decir la 

estructura pasó al MJSyDH mientras que las competencias permanecen en el Ministerio 

del Interior.” 
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Anexo II 

 

Verificación in situ 

Del 6 al 9 de octubre se realizó una verificación in situ en seis predios localizados en las 

provincias de Corrientes y Misiones, cuyos expedientes de previa conformidad fueron 

relevados por este equipo de auditoría. Los predios se seleccionan a dos criterios: (1) 

dedicados a actividades agrícolas-forestales; y (2) poseen una superficie mayor a 400 ha. 

Consecuentemente, se seleccionaron 5 establecimientos dedicados a la producción agrícola 

forestal, y una planta industrial productora de papel kraft.  

Las visitas se realizaron con la colaboración de personal de Gendarmería Nacional.  

Se verificó que la Dirección de Asuntos Técnicos de Fronteras no cuenta con un 

procedimiento escrito para realizar el seguimiento de los proyectos de inversión. No se realiza 

seguimiento ni monitoreo de los proyectos de inversión.  

La información adjunta a los expedientes referida a la ubicación de los predios es deficiente, 

ya que no permite llegar a los establecimientos sin información complementaria, que este 

equipo de auditoría consiguió externamente.  

Para una mejor localización de los predios visitados se contó con una serie de cartas a escala 

1:250.000 y 1:100.000 provistas por la Dirección Geológica Regional, Servicio Geológico 

Minero Argentino (SEGEMAR) que cubrían la zona de trabajo. Además, se contó con un 

equipo posicionador G.P.S. marca Garmin-Etrex modelo Legend CX y como medio de 

desplazamiento, un vehículo de doble tracción, marca Toyota modelo Hilux 4 WD.  

 

Establecimiento Loma Alta. Expediente 19.874 

 

El establecimiento Loma Alta ubicado a 35 km. de localidad La Cruz, sobre Ruta 114, a 10 

km. del afloramiento Tres Cerros, departamento de San Martín, provincia de Corrientes. 

(S:29º02´37.1´´, W:57º04´42.7´´, altura elispsóidica (E: altura geodésica vinculada 

matemáticamente a la cota o altura sobre el nivel medio del mar) 84m) 
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La información suministrada por la Dirección de Asuntos Técnicos de Fronteras fue 

insuficiente para ubicar el establecimiento por lo que se recurrió a las cartas topográficas 

mencionadas.  

La superficie del predio es 21.968 ha dedicadas a la actividad forestal.  

En el proyecto de inversión presentado en el expediente de previa conformidad se establecía 

un flujo de inversión que estimaba que para 2008, 4000 ha plantadas con especies de pino y 

eucaliptos.  

Personal del establecimiento expresó que en la actualidad existen 4000 ha forestadas, y que en 

enero de 2009 se forestarán otras 3000 ha.  

Se verificó la existencia de dichas plantaciones con especímenes jóvenes de pino elliottii, y la 

disposición de personal a cargo de los cuidados post-plantación (el control de hormigas y de 

malezas, con sus equipos de fumigación respectivos).  

El proyecto de inversión establece medidas ambientales de protección de la vegetación nativa, 

tales como mantener sin conversión una alta proporción de los sitios que permanecen 

encharcados la mayor parte del año. El equipo de auditoría recorrió el sector del 

establecimiento correspondiente al área de preservación ambiental, donde se observó 

vegetación nativa degradada incipientemente. 

 

Estancia La Nueva. Expediente 16.865 

El establecimiento La Nueva, ubicado en las proximidades de la localidad de La Cruz, 

departamento de San Martín,  provincia de Corrientes. (S:28º58´31.6´´, W:56º43´37.4´´, altura 

(E) 65m). 

La información suministrada por la Dirección de Asuntos Técnicos de Fronteras fue 

insuficiente para ubicar el establecimiento, por lo que se recurrió a una carta topográfica 

provista por el Departamento Cartográfico de la Dirección Geológica Regional, Servicio 

Geológico Minero Argentino (SEGEMAR), Secretaría de Minería. 

El predio posee una superficie de 1990 ha.  

El equipo se entrevistó con el encargado del establecimiento, quien informó que en la 

actualidad existen 1500 ha forestadas con pino y eucalipto.  
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Se visualizaron dichas plantaciones con ejemplares de diferentes edades de acuerdo a lo 

proyectado en el plan de inversión.  

Se visitó el puesto de vigilancia y detección de incendios que dispone de una torre de altura 

con un sistema de monitoreo de cámaras de 360º de cobertura.  

En un galpón se almacenan transitoriamente los residuos especiales, que según lo manifestado 

por el encargado son trasladados a Buenos Aires para su tratamiento.  

Se verificó la existencia de un área de preservación ambiental como corredor biológico con 

vegetación nativa en los márgenes de un arroyo en las proximidades del casco de estancia.  

 

Estancia San Antonio. Expediente 12.891  

La Estancia San Antonio está ubicada sobre Ruta Provincial 68, en el Departamento Santo 

Tomé, provincia de Corrientes. (S:28º04´07.6´´, W:55º53´46.9´´). 

La información del expediente no permitió ubicarla, por lo que se consultaron las cartas 

topográficas mencionadas anteriormente. 

El establecimiento posee una superficie de 948 ha, donde se observaron plantaciones de 

eucalitptos, pino y un área menor destinada a la producción de arándanos, según lo expresado 

en el proyecto de inversión.  

Un corredor biológico ubicado en zonas bajas inundables, donde no se puede forestar, está 

destinado a preservar la vegetación y el desplazamiento de la fauna nativa. 

La producción forestal visitada está orientada a alcanzar un manejo sustentable, observándose 

que los restos de madera producto de podas y raleos no se retiran con el fin de crear una capa 

protectora del suelo, minimizando así los riesgos de erosión y pérdida de fertilidad.  

 

Campo Timbauva. Expediente 13.875 

Según la información dispuesta en el expediente, el establecimiento denominado “Timbauva” 

se encuentra a 20 km. de la Ciudad Gobernador Virasoro, en la Ciudad de Garruchos, 

Departamento de Santo Tomé, provincia de Corrientes; su ingreso está a 1700 m. de la Ruta 

Nacional 14.  

La información dispuesta en el expediente era insuficiente y errónea para localizar el 

establecimiento. Con la colaboración de personal de Gendarmería, este equipo de auditoría 
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arribó a un campo denominado “Timbauva”. El encargado informó que si bien la 

denominación concordaba con el establecimiento a localizar, no se trataba del descripto en el 

expediente, ya que no concordaban la cantidad de hectáreas, ni la actividad desarrollada ni los 

propietarios.  

 

En una segunda oportunidad se intentó arribar al establecimiento con la utilización de un GPS 

siguiendo las coordenadas del plano adjunto al proyecto de inversión. Se solicitó información 

sobre el mencionado predio en diferentes establecimientos pero no fue posible encontrar el 

“Campo Timbauva”.  

 

Campo Rincón de Tunas. Expediente 13.383 

Campo Rincón de Tunas se encuentra en el Municipio de Garupá, Departamento Capital, de 

la provincia de Misiones. (S:27º35´08.5´´, W:55º58´10.1´´, altura (E):190m) 

Según la información dispuesta en el proyecto de inversión el establecimiento posee 794,96 

ha.  

Si bien se logró llegar hasta la tranquera del predio, el equipo de auditoría no pudo ingresar en 

el establecimiento, ya que no se encontraba el encargado del campo en el momento de la 

visita. Se visualizaron desde el camino aledaño al campo las plantaciones de pino, en 

coincidencia con lo dispuesto en el proyecto de inversión.  

 

 

Visita a la Planta Industrial Papel Misionero SAIFC. Expediente 15.581 

El 8 de octubre se recorrió la Planta Industrial Papel Misionero, localizada en Puerto Mineral, 

provincia de Misiones (Ruta Nacional 12, km 1457) (S:26º56´12.1´´, W:55º07´12.2´´, altura 

(E):149m) acompañados por el Director de Recursos Vitales de la provincia de Misiones; y 

personal de la empresa: el Gerente de Proyectos de Inversión y Desarrollo Sustentable, y el 

Jefe Industrial.  

 

La planta visitada está incorporada en el Plan Nacional de Reconversión Industrial para el 

Sector de la Celulosa y el Papel (PRI-CEPA), que promueve la SAyDS. A fin de relevar la 
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información pertinente, este equipo de auditoria se entrevistó con la Directora de Impacto 

Ambiental y Social perteneciente a la Subsecretaría de Promoción del Desarrollo Sustentable, 

con la Coordinadora y con personal técnico de la citada Dirección. 

 

El objetivo del PRI-CEPA es reducir la contaminación y la generación de residuos 

industriales, a través de la incorporación de las Mejores Prácticas Ambientales (MPA), (Best 

Environmental Practices, BEPs), que implican la aplicación de la combinación más apropiada 

de medidas y estrategias de control ambiental. 

Según información suministrada por el PRI-CEPA, la empresa se ha comprometido a través 

de un convenio firmado en julio de 2008 con la SAyDS y la autoridad provincial (Ministerio 

de Ecología, Recursos Naturales y Turismo de Misiones), a alcanzar una serie de metas de 

acuerdo con los lineamientos establecidos en el Manual de Evaluación Técnica preparado por 

la misma Secretaría.  

 

El proyecto de reconversión industrial tramita en la Dirección de Impacto Ambiental y Social 

mediante el Expediente 02843/2007. 

 

En dicho expediente constan los siguientes documentos de relevancia ambiental: 

1. Estudio de impacto ambiental de la planta 

Realizado en septiembre de 2005, de acuerdo con lo previsto en las leyes provinciales 

2267/85 (Régimen de Radicación y Habilitación Industrial) y 3079/93 (de impacto 

ambiental).  

 

2. Documentación de tramitación del certificado ambiental anual ante la Dirección de 

Residuos Peligrosos de la SAyDS 

En el Exp. 02843/2007 consta también una inspección de la Dirección de Residuos Peligrosos 

de la SAyDS, de fecha 17/10/2007, con motivo de la tramitación del certificado ambiental 

anual de generación de residuos peligrosos. Como resultado de dicha inspección, el Director 

de Residuos Peligrosos intima a la empresa al cese de la disposición final de residuos 

peligrosos correspondientes a las categorías Y8 (desechos de aceites minerales no aptos para 
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el uso a que estaban destinados), Y18 (residuos resultantes de las operaciones de eliminación 

de desechos industriales), Y23 (compuestos de zinc), Y26 (cadmio y/o compuestos de 

cadmio), Y35 (soluciones básicas o bases en forma sólida) e Y48 (materiales y/o elementos 

diversos contaminados con algún residuo peligroso) en el sector denominado “depósito de 

residuos sólidos, carbonilla y material celulósico” y en el sector de “landfarming”.  

 

3. Plan de actividades 

Se establece un cronograma e indicadores de avance y cumplimiento, tendiente a utilizar las 

mejores técnicas de producción disponibles. Las metas propuestas, correspondientes a la  

actividad de producción de celulosa y papel son: 

 

Meta 1- Blanqueo- No se realiza 

Meta 2- Optimización de agua 

Meta 3- Minimización de la carga contaminante de efluentes líquidos  

Meta 4- Minimización de la carga contaminante de efluentes gaseosos 

Meta 5- Reducción de la generación y gestión sustentable de residuos sólidos  

Meta 6- Sistema de Gestión Ambiental  

Meta 7- Optimización de los Sistemas de Control y Monitoreo 

Meta 8- Implementación de Planes de Eficiencia Energética 

Meta 9- Promoción de Sistema de Certificación Forestal 

Meta 10- Relevamiento y remediación de pasivos ambientales generados por la actividad 

Meta 11- Incorporación de Programa de Desarrollo Social 

 

El convenio establece un cronograma de cumplimiento de las metas con un plazo de siete 

años. A la fecha del relevamiento, recién se encontraban en el tercer mes de implementación 

del plan de actividades.  

 

Este equipo de auditoría visitó los siguientes sectores de la planta industrial: 

1. Instalaciones principales de producción de pasta y papel 

2. Planta de tratamiento de efluentes 
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3. Depósito de residuos y carbonilla 

4. Sitio de landfarming (proceso de biodegradación de suelos contaminados con 

sustancias químicas) 

 

Durante la visita se entrevistó al Jefe Industrial y al Gerente de Proyectos de Inversión y 

Desarrollo Sustentable, quienes manifestaron que el certificado ambiental anual de generación 

de residuos peligrosos se encuentra en trámite, hasta tanto la empresa implemente los 

requerimientos efectuados por la Dirección de Residuos Peligrosos de la SAyDS. 

 

A su vez, la empresa manifestó que implementará una caldera de biomasa, para reemplazar el 

uso de fuel oil por el de biomasa, logrará la introducción de energía en la red y disminuirá la 

emisión de gases de efecto a la atmósfera. Dicho proyecto se enmarca en el Mecanismo de 

Desarrollo Limpio (MDL), que promueve la SAyDS. La nueva usina utilizará un porcentaje 

de carbonilla, corteza y residuos combustibles dispuestos en planta, más la biomasa por 

adquirir según lo disponga el proyecto. El proyecto de caldera de biomasa está contemplado 

además en las Metas 4 y 5 del plan de actividades PRI-CEPA. 

 

En la visita se recorrieron las instalaciones principales de producción de pasta de celulosa y 

papel. Se visualizó la planta en funcionamiento en sus diferentes etapas de elaboración de 

papel kraft (papel sin proceso de blanqueado, hecho esencialmente de pulpa mecánica, 

particularmente notorio por su resistencia). 

 

El establecimiento cuenta con una planta de tratamiento de efluentes líquidos a la que se 

derivan todas las aguas residuales del proceso productivo para reducir la carga de 

contaminantes orgánicos. A tal fin se encontraban en operación piletas de decantación y un 

sistema de lodos activados. 

Según la información relevada en el Expediente 02843/2007 en la Dirección de Impacto 

Ambiental y Social el nivel actual de DBO5 se encuentra fuera de los niveles aceptados por la 

normativa vigente.  
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La optimización de la planta y la disminución de dicho nivel forman parte de la Meta 3 del 

plan de actividades en el marco del PRI-CEPA.  

 

Se visualizó el depósito de residuos y carbonilla, que consiste en un área cercana a la planta 

de tratamiento de efluentes, donde se depositan los residuos provenientes de la caldera y otros 

residuos peligrosos. La eliminación del depósito de carbonilla está considerada dentro de las 

Metas 5 y 10 del plan de actividades. 

 

Se constató la existencia de un sitio de landfarming, que consiste en un área de 

aproximadamente 10 m2, que fue utilizado para la disposición final de residuos combustibles. 

Actualmente se halla fuera de operación y está contemplado dentro de la Meta 10 del plan de 

actividades.  
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Anexo III 

Análisis de la respuesta enviada por el organismo. 

A continuación se procede a efectuar el análisis de la respuesta, siguiendo el orden de las 

observaciones efectuadas por el organismo.  

 

Observaciones al punto 3. “Aclaraciones previas”.  

 

Con relación al punto 3.3.1.: “El organismo informa que en los trámites de previa 

conformidad no se cuenta con ningún manual de procedimiento a aplicar. (Nota DAFT Nº8-

650, 01/09/08)” 

 

El organismo responde que “Cabe señalar con respecto al punto en cuestión que en 

oportunidad de elevar la Nota arriba referenciada, se consignó que se había elaborado un 

“instructivo” que se difundió a los Escribanos intervinientes, a fin de unificar los criterios para 

las presentaciones respectivas y de esa manera lograr que las mismas se realicen en forma 

completa, minimizando los tiempos administrativos de control, análisis y resolución.  

Conviene también señalar que durante los últimos meses del año 2008 se han celebrado 

sendas reuniones con las autoridades del Consejo Federal del Notariado Argentino a fin de 

transmitirles por su intermedio a la generalidad de los escribanos, cuales son los criterios y 

requerimientos que imperan en materia de Previa Conformidad. Asimismo, en ese mismo 

período se empezó a trabajar en la confección de un sitio Web, referente a la Dirección de 

Asuntos Técnicos de Fronteras, en la cual se transcribirían todos los requerimientos, 

normativas aplicables, consultas recuentes y demás detalles que hacen al procedimiento aquí 

tratado. Este sitio se encontrará dentro la página oficial del Ministerio del Interior, y podrá ser 

visitado a partir del mes de febrero de 2009.” 

 

Este equipo de auditoría considera que dentro del período auditado no se contaba con la 

sistematización de un procedimiento normativo a aplicar en los trámites de previa 

conformidad que recién estará disponible en febrero de 2009.  
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En consecuencia, no se modifica el punto 3.3.1. Aclaraciones previas. 

 

Con relación al punto 3.3.1.: “En las provincias de Misiones y Corrientes, durante el período 

enero de 2005- junio de 2008, se iniciaron 382 expedientes del trámite de previa 

conformidad, de los cuales 124 tuvieron resolución aprobatoria. Los expedientes aprobados y 

revisados demuestran que el trámite desde su inicio hasta su aprobación tiene una duración 

promedio de 11 meses. 

El equipo de auditoría revisó el 50% de los expedientes aprobados de ese período.” 

 

El organismo responde que “En cuanto a la duración promedio consignada para los trámites 

sería conveniente, a los fines de dar una respuesta concreta, individualizar cada supuesto en 

particular, dado que muchos casos en los que la duración del trámite se extiende a ese período 

de tiempo resultan ser expedientes incompletos por causas que obedecen a falenc ias 

atribuibles a las gestiones propias de los escribanos intervinientes.  

En efecto, existen actuaciones iniciadas en las que falta gran parte de la documentación 

necesaria, poseen documentación vencida, o bien sucede que lo remitido es insuficiente o no 

se encuentra cumplimentado como corresponde, y ello no responde a una falta de 

procedimiento establecido o coordinado con los escribanos, sino que simplemente ocurre por 

una falta de observancia a la normativa aplicable por parte de estos. Como consecuencia de 

ello la Dirección debe proceder a cursar a cada escribano la correspondiente misiva 

informando el faltante y requiriendo su envío para la prosecución del trámite. En gran parte de 

estos casos la remisión de la documentación solicitada demora un tiempo considerable y esto 

genera que la culminación del expediente se retrase.  

Por ello, sería necesaria la individualización concreta de cada caso analizado, ya que estima el 

suscripto que la evaluación sobre el tiempo de duración de trámite debería considerarse a 

partir de que los expedientes se encuentran con documentación completa y forma y, por ende, 

en condiciones de producir el informe técnico correspondiente.” 

 

Este equipo de auditoría ha constatado que el trámite de previa conformidad tiene una 

duración promedio es de 11 meses, según la respuesta del organismo esto se debe a la falta de 
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aplicación de procedimientos por parte de los escribanos intervinientes. Sin embargo la 

demora en la tramitación no sólo se debe a los escribanos intervinientes sino también a 

demoras en el trámite interno de la Dirección.  

Este equipo considera que es pertinente el requerimiento efectuado por el organismo 

decidiéndose que por nota formal se enviará el listado de los expedientes que constituyen la 

muestra auditada.  

 

En consecuencia se mantiene el punto 3.3.1. Aclaraciones previas.  

 

Con relación al punto 3.3.1.: “El 86% de los expedientes aprobados y revisados cumple en su 

totalidad la normativa vigente y el 14% la cumple parcialmente.” 

 

El organismo responde que “En relación a las actuaciones aprobadas en las que se señala que 

se ha dado cumplimiento parcial a la totalidad de la normativa vigente (14%), corresponde 

indicar que sería conveniente también aquí referenciar puntualmente cada causa, ya que de lo 

contrario sería imposible realizar una consideración o comentario acertado sobre la cuestión.  

Los hallazgos redactados en forma genérica ocasionan que, en un supuesto como este, no sea 

factible manifestar una aclaración precisa sobre lo que, según el criterio de la A.G.N., resulta 

ser una aparente falencia en relación a la observancia plena de la normativa vigente, ya sea 

originada en falta de documentación, documentación incompleta, o cualquier otra exigencia 

contenida en la normativa de aplicación.” 

 

Con respecto a la solicitud del organismo sobre la obtención de mayor detalle sobre la 

revisión realizada por este equipo de auditoría sobre la muestra de expedientes revisados y 

aprobados se procederá a enviar copia del análisis de los expedientes al organismo.  

 

Con relación al punto 3.3.2.: “El 73% de los expedientes aprobados y revisados no incluyen 

estudios de impacto ambiental.” 
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El organismo responde que “El punto que se analiza ha sido objeto de respuesta en la Nota 

D.A.T.F. correspondiente, señalándose que sólo se demanda informe de impacto ambiental en 

los casos en que el solicitante declara que su proyecto de inversión se realizará en un predio 

donde existan bosques nativos o cuando pueda tener incidencia en el medio ambiente, 

requiriendo un informe de la autoridad provincial de aplicación.  

Sin perjuicio de ello, es de suma importancia subrayar que el objeto que persigue el 

trámite de Previa Conformidad es ejercer el poder de policía de radicación en la Zona de 

Seguridad de Fronteras, y que más allá de que resulta compromiso de todos y en mayor 

medida de los organismos del Estado velar por la protección del medio ambiente, en cuanto a 

la preservación de los bosques nativos son las jurisdicciones provinciales la autoridad con 

potestad en la materia. La Ley 26.331 estableció que la misma, dentro de sus jurisdicciones, la 

posee el Organismo provincial correspondiente.  

También corresponde dejar sentado que desde el punto de vista legal, la intervención 

del Organismo con competencia en materia ambiental estará condicionada a lo que surja del 

caso concreto. Es decir, que no existe cuerpo normativo referente a los trámites de Previa 

Conformidad que imponga la obligación de existir este informe, por lo que su requerimiento 

se realizará –como dijimos-, de acuerdo a las características de un caso en particular. 

 La Secretaría de Medio Ambiente ha tenido una participación variable, y por 

decisión impuesta de una gestión anterior. A partir de toma de funciones de la actual gestión 

se ha adoptado la medida de solicitar a los causantes, en los casos que lo ameriten, la 

presentación de los informes de impacto ambiental con el correspondiente viso o aprobación 

de la autoridad provincial pertinente, sin perjuicio de continuar con la partición de la SAyDS 

en los asuntos que se requiera una consideración complementaria.  

Finalmente, corresponde señalar que se encuentra en tratamiento el Proyecto para una 

nueva Resolución con la cual se logrará, entre otras cosas, unificar en un mismo cuerpo 

normativo los criterios y prescripciones vinculados a los requerimientos para las solicitudes 

de trámites y contendrá disposiciones que exigen la presentación de informes de impacto 

ambiental para determinados casos. El proyecto señalado se encuentra siguiendo las instancias 

administrativas correspondientes para su emisión.” 
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Este equipo de auditoría considera que la información referida a la ausencia de estudios de 

impacto en los expedientes aprobados constituye solo una referencia sobre la posibilidad de 

inclusión de dichos estudios en su cuerpo normativo. 

 

Por consiguiente no se modifica el punto 3.3.2. Presentación de estudios de impacto 

ambiental.  

 

Con relación al punto 3.3.5.: “De los expedientes aprobados y revisados surge que no existe 

un procedimiento de seguimiento y monitoreo de los proyectos de inversión.  

El seguimiento del cumplimiento de los proyectos de inversión no se realiza, según informa el 

organismo, por falta de estructura. (Nota DAFT 8-650, 1/9/08) Tampoco existe sanción legal 

por el incumplimiento del proyecto comprometido.” 

 

El organismo responde que: “Conforme fuera expresado durante el período auditado no se 

realizó el seguimiento de los Proyectos de Inversión por falta de estructura para ello. A partir 

del comienzo de la nueva gestión –operada en Octubre de 2008-, se ha implementado realizar 

el correspondiente seguimiento de los proyectos en cuestión, disponiéndose para ello que 

todas las actuaciones correspondientes al período 2003-2007 que estuvieron a cargo de la 

Dirección de Asuntos Policiales y Legales de la Secretaría de Seguridad Interior, sean 

remitidos a esta Dependencia a dichos fines, destinando una oficina, instalaciones y personal 

para tal fin.  

 Sin perjuicio de ello, también corresponde reiterar que no existe normativa alguna que 

imponga sanción legal por el incumpliendo del Proyecto involucrado.”  

 

Este equipo de auditoría considera que durante el período auditado el organismo no contaba 

con un procedimiento de seguimiento y monitoreo de los proyectos de inversión.  

 

En consecuencia se mantiene el punto 3.3.5. Seguimiento y monitoreo de los proyectos de 

inversión. 
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Con relación al punto 3.3.6.: “Solo en el 18% de los expedientes revisados se incluye 

información ambiental suministrada por la autoridad ambiental provincial.  

En el 73% de los expedientes revisados no cuenta con información suministrada por la 

SAyDS.” 

 

El organismo responde: “(…) la participación de la Secretaría de Medio Ambiente y 

Desarrollo Sustentable ha sido solicitada en determinados expedientes por disposición de una 

gestión anterior. En la actualidad, se da intervención en mayor medida, y según el caso, al 

área provincial correspondiente donde se encuentre el inmueble.” 

 

Este equipo de auditoría reitera que la información referida a la ausencia de información 

ambiental en los expedientes aprobados constituye solo una referencia sobre la posibilidad de 

inclusión de dicha temática en su cuerpo normativo. 

 

Por consiguiente se mantiene el punto 3.3.6. 

 

Con relación al punto 3.3.7.: “(…) Sin embargo, se detectó que el 86% de los expedientes 

revisados y aprobados por vía de excepción no contaba con la copia de la escritura.” 

 

El organismo responde que “Conforme surge del proyecto en responde, solo se toma exigible 

la copia de la escritura para aquellos expedientes que son resueltos por la vía de excepción, y 

siempre que se trate de inmuebles rurales, ya que tal exigencia para los casos de inmuebles de 

naturaleza urbana ha sido derogada por Resolución Nº212/96 (SNF-CNZS) y, en 

consecuencia, la obligación de remitir la copia de la escritura se consigna en la parte 

pertinente de la Resolución sólo para dichos supuestos, no siendo así para los expedientes que 

tramitan por vía ordinaria.  

Ahora bien, conviene destacar que el procedimiento por el cual tramitan las solicitudes para la 

Previa Conformidad tiene por objeto acordar o denegar la autorización para la 

correspondiente operación con inmuebles situados en Zona de Seguridad, lo cual no implica 
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que en todos los trámites autorizados se haya concretado la referida operación inmobiliaria, 

no existiendo por ende otorgamiento de escritura alguna.” 

 

Este equipo de auditoría considera que la Resolución SNF 212/96 deroga la obligación de los 

escribanos de la presentación de la copia de la escritura, manteniendo su vigencia la 

obligatoriedad de los peticionantes, ya sea para inmuebles rurales o urbanos, dispuesta por la 

Resolución MD 1751/95. 

No obstante el organismo debería conocer la concreción de las operaciones iniciadas por el 

trámite de previa conformidad para disponer de un registro confiable sobre la titularidad de 

los inmuebles en zonas de seguridad a fin de ejercer correctamente el poder de policía de 

radicación en dichas zonas.  

 

En consecuencia no se modifica el punto 3.3.7. Copia de escritura. 

 

Con relación al punto 4. Comentarios y Observaciones. 

 

Observaciones al punto 4.1.1.: “El marco normativo no tiene incorporada la dimensión 

ambiental para las distintas actividades que se desarrollan en zonas de seguridad relativas a 

la preservación y protección de los recursos naturales.” 

 

El organismo responde que “En relación a la presente cuestión, es necesario reiterar que en el 

ya mencionado Proyecto de Resolución Ministerial que se encuentra en tratamiento en las 

instancias administrativas previas para su emisión, se contempla, para los trámites que deban 

ser aprobados por vía de excepción, la obligación de presentar proyecto de inversión, el cual 

deberá incluir, entre otras exigencias, el pertinente estudio de impacto ambiental.” 

 

En consecuencia se mantiene la observación.  
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Observaciones al punto 4.1.2.: “El proyecto de inversión no es exigible para la totalidad de 

los trámites de previa conformidad, lo que produce una ausencia de control de las 

actividades económicas en zonas de seguridad.” 

 

El organismo responde que “Con respecto al presente asunto, corresponde manifestar que la 

presentación del proyecto de inversión es un requisito necesario sólo para los casos que la 

normativa en cuestión así lo establece. Al respecto, se destaca que sobre esos trámites el 

control respecto de los presupuestos mínimos contenidos en el proyecto acompañado es 

riguroso, exigiéndose además para determinados supuestos que lo ameriten, otros 

requerimientos no incluidos en la normativa.” 

 

Este equipo de auditoría considera que para realizar eficazmente la tarea de control en zonas 

de seguridad es necesario exigir para la totalidad de los trámites de previa conformidad la 

presentación de un proyecto de inversión.  

 

En consecuencia se mantiene la observación.  

 

Observaciones al punto 4.1.3. “No existe seguimiento de los proyectos de inversión. Y 4.1.4. 

No hay un régimen sancionatorio en caso de icumplimiento de los proyectos de inversión.” 

 

El organismo responde: “(…) es necesario destacar que en el proyecto de Resolución ut supra 

aludido se establecen exigencias que incluyen un seguimiento de los proyectos 

comprometidos.  

Por otra parte, se establece allí que no se dará curso a nuevas solicitudes de previa 

conformidad formuladas por personas físicas o jurídicas autorizadas por vía de excepción, 

hasta tanto las mismas acrediten el cumplimiento de la totalidad de las obligaciones impuestas 

anteriormente.” 

 



 36 

Este equipo de auditoría considera que dentro del período auditado no se contaba con la 

sistematización para el seguimiento de los proyectos de inversión ni un régimen sancionatorio 

para los casos de incumplimientos.  

 

En consecuencia no se modifican los  puntos 4.1.3. y 4.1.4. 

 

Observaciones al punto 4.2.3.: “Solo el 35% de los expedientes cuenta con información 

referida a la existencia o no de accidentes orográficos e hidrográficos que dificulten o 

faciliten el tránsito de personas.” 

 

El organismo responde que “Nuevamente resulta necesario que el proyecto en traslado cuente 

con la individualización de los casos a los que se refiere, a fin de efectuar consideraciones al 

respecto, dado que resulta de imposible práctica realizar comentarios sobre observaciones 

señaladas genéricamente.” 

 

Con respecto a la solicitud del organismo sobre la obtención de mayor detalle sobre la 

revisión realizada por este equipo de auditoría sobre la muestra de expedientes revisados y 

aprobados se procederá a enviar copia del análisis de los expedientes al organismo.  

 

Observaciones al punto 4.2.4.: “La información correspondiente a la ubicación de los 

establecimientos resulta insuficiente para su adecuada localización o bien es errónea.” 

 

El organismo responde: “Los expedientes contienen la información que exige la normativa, o 

sea la contenida en los Formularios correspondientes, más allá de la complementaria que a tal 

efecto se solicite. Asimismo, se señala que por criterio que determinó la nueva autoridad de la 

Dirección, se ha impuesto la exigencia ineludible a los solicitantes de acompañar el 

correspondiente plano de mensura, a fin de contar en el expediente con mayor cantidad de 

datos que indiquen con exactitud la ubicación del predio.” 
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Este equipo de auditoría constató durante la realización de la verificación in situ en las 

provincias de Misiones y Corrientes que la información de la localización de los predios es 

deficiente ya que no permite llegar a los establecimientos sin información complementaria. 

  

Por lo tanto se mantiene la observación.  

 

Observaciones al punto 4.4.1.: “No existe un mecanismo para controlar que el universo de 

las transmisiones de dominio en zonas de seguridad cumpla con el requisito de previa 

conformidad.” 

 

El organismo responde que “Deviene necesario que en el Proyecto en contestación se 

determine que las transmisiones a que se refiere son las que según la normativa aplicable 

deben contar con el requisito de previa conformidad, dado que al señalar “…el universo de las 

transmisiones de dominio en zonas de seguridad…”, estaría incluyendo a los supuestos que 

según la normativa del caso estarían exceptuados del trámite aludido. 

 Más allá de esta consideración, y para el supuesto que la observación haga referencia 

exclusivamente a los trámites que deban obtener la Previa Conformidad, también resulta 

necesario mencionar que es obligación ineludible de los escribanos públicos verificar que el 

inmueble objeto de la operación no se encuentra exceptuado del trámite, y también de los 

Registros Provinciales la corroboración de dicho extremo. En función de ello, se están 

implementando distintas medidas administrativas de coordinación y cooperación para lograr 

un control eficiente sobre las transmisiones de dominio en dichas zonas.” 

 

Este equipo de auditoría considera que el organismo reconoce que en la actualidad se están 

implementando distintas medidas de coordinación y cooperación con los escribanos públicos 

y con los Registros Provinciales para lograr un control más eficiente sobre las transmisiones 

de dominio en las zonas de seguridad.  

 

En consecuencia se mantiene la observación.  
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Observaciones al punto 4.5.1: “Faltan mecanismos de obtención de información que 

posibiliten el conocimiento del conjunto de las actividades económicas y demográficas en las 

zonas de seguridad a fin de evaluar su impacto en el ambiente.”  

 

El organismo responde que “Tal como se indicara en el comentario anterior (Punto 4.4.1.), se 

están propiciando medidas de coordinación y solicitudes de información a fin que las 

autoridades provinciales correspondientes remitan lo pertinente de sus bases de datos, y así 

obtener un conocimiento de las actividades y demás cuestiones vinculadas a la seguridad 

nacional y a la protección del medio ambiente.”  

 

Este equipo de auditoría considera que el organismo aun no ha implementando medidas de 

corrección a fin de obtener información confiable sobre las actividades económicas y 

demográficas en las zonas de seguridad.  

 

En consecuencia se mantiene la observación.  

 

Con relación al punto 4.6.1.: “Ausencia de un sistema informático que permita conocer en 

forma actualizada los titulares de dominio, sus actividades en zonas de seguridad y la 

localización de los predios.” 

 

El organismo responde que “A los fines de tener un control sobre estadísticas, trámites, y 

estados de los expedientes en general se dispuso, la confección de una base de datos en 

soporte magnético en la que además los datos de cada causante, fecha de inicio de las 

actuaciones, fechas de elevación, se registra también los datos pertinentes sobre los inmuebles 

involucrados, como ser: ubicación del inmueble, destino pretendido, etc.  

 A su vez, el proyecto de Resolución antes indicado contiene una disposición que 

impone la creación de una base de datos en la cual se registrarán: Titulares de dominio, 

operaciones inmobiliarias relacionadas con transmisiones de dominio o cualquier otra forma 

de derechos reales o personales sobre inmuebles situados en Zonas de Seguridad de Fronteras, 

como así también las transferencias de derechos, de acciones, o modificaciones de la 
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estructura societaria de aquéllas sociedades que sean titulares de dominio, o posean derechos 

reales o personales obre bienes ubicados en Zonas de Seguridad.” 

  

Este equipo de auditoría considera que según lo informado por el organismo, el mismo se 

encuentra implementando una base de datos que permita el conocimiento y actualización de 

los datos correspondientes a los titulares de dominio y otra información referida a las 

transmisiones de dominio.  

 

En consecuencia se mantiene la observación.  

 


